Nestor Gerardo Villegas López Vs Colpensiones. Rad. 66001-31-05-004-2017-00332-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Apelación y consulta sentencia

Proceso:

Ordinario Laboral
Radicación No:

66001-31-05-004-2017-00332-01

Demandante:

Néstor Gerardo Villegas López

Demandado:

Colpensiones, Aixa Gaviria Peláez y herederos indeterminados

Juzgado de origen:
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / TRATÁNDOSE DE ENFERMEDADES CRÓNICAS, DEGENERATIVAS O CONGÉNITAS / DEBE TENERSE EN CUENTA LA FECHA EN QUE DEFINITIVAMENTE SE PIERDE LA CAPACIDAD LABORAL / CIRCUNSTANCIAS QUE DEBEN VALORARSE PARA DEFINIRLO / LÍMITES DE LA APELACIÓN.
La Corte Constitucional en la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, dejó dicho que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas, degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
De manera respetuosa me aparto totalmente de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, por cuanto debió modificarse la decisión de primer grado para conceder la pensión de invalidez y su correspondiente retroactivo pensional a partir del 01/01/1996, tal como fue solicitado en el libelo genitor.

Así, auscultado el expediente se desprendía que Isabel Cristina Henao Gaviria fue calificada el 29-10-2009 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío con una PCL equivalente al 60,90% de origen común y con fecha de estructuración del 30-12-1995… En ese sentido, la disposición que gobernaba el asunto en marras era el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en su versión original (art. 16 del C.S.T.). (…)
Para arribar a lo anterior expuso que en principio el disfrute y consecuente retroactivo pensional debía reconocerse a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, esto es, el 30-12-1995, pero resaltó que el dictamen de pérdida de capacidad laboral había consignado que la causante padecía de una cardiopatía cóngenita estructurada en el año 1995 y que, si bien Isabel Cristina Henao Gaviria había dejado sus actividades como contadora pública, había seguido desempeñándose en ocasiones en labores remuneradas como docente. (…)
En ese sentido, la decisión de primer grado desbordó no solo los límites de la contienda, sino también lo consignado en la resolución de reconocimiento pensional, pues ni en el libelo genitor, ni en la contestación y mucho menos en la resolución atrás aludida se acudió a la teoría de las enfermedades degenerativas o congénitas para reconocer el derecho de invalidez, ni para modificar la fecha de la estructuración de tal situación, pues se itera la demandante contaba con 26 semanas de cotización dentro del año inmediatamente anterior a la estructuración (Ley 100/93 en su versión original), que hacía entonces improcedente contabilizar las semanas desde una fecha diferente…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL
Magistrado ponente: Julio César Salazar Muñoz

AUDIENCIA PÚBLICA

En Pereira, a los seis (06) días del mes de agosto de dos mil diecinueve (2019), siendo las ocho y treinta de la mañana (08:30 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación y el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 24 de enero de 2019 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Néstor Gerardo Villegas López contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, trámite al que se vinculó a Aixa Gaviria Peláez y a los herederos indeterminados de Isabel Cristina Henao Gaviria, radicado bajo el N° 66001-31-05-004-2017-00332-01.
Registro de asistencia:

Demandante y su apoderada: 

Administradora Colombiana de Pensiones y su apoderada:

Reconocimiento apoderado principal Colpensiones -fl. 10 c. 2-.

Traslado a las partes

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos atendiendo lo previsto en el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.

ANTECEDENTES

1. Síntesis de la demanda y su contestación

Néstor Gerardo Villegas López pretendió que se declare que su cónyuge Isabel Cristina Henao Gaviria tenía derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez a partir del 01/01/1996, día siguiente a la fecha de estructuración de su pérdida de la capacidad laboral, hasta el 30/06/2014, época de reconocimiento de la pensión de invalidez a la mencionada. Además, solicitó los intereses moratorios del art. 141 de la Ley 100/93 a partir del 25/07/2015; subsidiariamente la indexación de las condenas.

Fundamentó sus aspiraciones en que: i) Isabel Cristina Henao Gaviria ostentaba una pérdida de la capacidad laboral del 60.90%, de origen común y estructurada el 30/12/1995, de conformidad con el dictamen de la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío; ii) el 16/03/2009 la señora Henao Gaviria solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez, que fue negada mediante resolución No. 11462 de 2009; iii) nuevamente el 23/02/2012 reclamó la subvención que fue reconocida mediante Resolución GNR 247836 del 07/07/2014, pero a partir de julio de ese año ante la ausencia de certificación de no pago de incapacidades laborales.

iv) El 04/10/2014 falleció Isabel Cristina Henao Gaviria, por lo que Colpensiones reconoció al demandante de ahora la pensión de sobrevivientes mediante acto administrativo GNR 119538 de 28/04/2015. 

v) El 24/03/2015 se elevó una solicitud de pago a herederos frente al retroactivo de la pensión de invalidez de la causante desde enero de 1996 hasta junio de 2014, que fue resuelto negativamente, y confirmado en apelación el 03/08/2015.

La Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones se opuso a todas las pretensiones de la demanda, para lo cual argumentó que mediante resolución GNR 119538 de 28/04/2015 reconoció al demandante la pensión de sobrevivientes, y en tanto la causante fue retirada de la nómina a partir de noviembre de 2014, entonces a partir de allí se ordenó el retroactivo pensional. 

Por otro lado, explicó que la pensión de invalidez de Isabel Cristina Henao Gaviria se reconoció a partir del 01/07/2014 porque no se allegó certificación administrativa de la ausencia de pago de incapacidades. 

Presentó como medios de defensa la “inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “buena fe”, “prescripción”, entre otras. 

2. Trámite procesal

Mediante auto de 07/12/2017 se ordenó la vinculación al proceso, en calidad de litisconsortes necesarios a los herederos indeterminados de la causante (fl. 62 c. 1),  a quienes también se les nombró curador ad litem (fl. 67 c. 1); además de vincular a los determinados, por lo que compareció Aixa Gaviria Peláez, que no se opuso a las pretensiones de la demanda (fls. 101 a 108 c. 1).

3. Síntesis de la sentencia apelada y consultada

El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira declaró que Isabel Cristina Henao Gaviria tenía derecho a disfrutar la pensión de invalidez reconocida por Colpensiones, a partir del 01-04-2009, en cuantía de un salario mínimo por 14 mesadas; además, declaró parcialmente probada la excepción de prescripción frente a las mensualidades causadas con anterioridad al 24-03-2012. 

En ese sentido, ordenó el pago del retroactivo pensional desde aquella fecha hasta el 30-06-2016 a favor de la masa sucesoral de Isabel Cristina Henao Gaviria. Además, ordenó el pago de los intereses moratorias a partir del 24-07-2015 hasta que se verifique el pago total de la obligación. 

Para arribar a la anterior decisión expuso que la polémica se centraba en establecer a partir de qué fecha la causante tenía derecho a disfrutar de la pensión de invalidez reconocida administrativamente el 07-07-2014, que la despuntó a partir del primer día de dicho mes; por lo que, en principio el disfrute y consecuente retroactivo debía iniciarse a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, esto es, el 30-12-1995, pues la demandante no recibió subsidio de incapacidad alguna.

No obstante lo anterior, resaltó que el dictamen de pérdida de capacidad laboral había consignado que la causante padecía de una cardiopatía cóngenita estructurada en el año 1995 y que, si bien Isabel Cristina Henao Gaviria había dejado sus actividades como contadora pública, había seguido desempeñándose en ocasiones en labores remuneradas como docente. En consecuencia, el disfrute de su pensión se encontraba condicionado a la capacidad residual que ella tenía, por lo que determinó que el momento a partir del cual fue imposible continuar activa en el mercado laboral se circunscribía al 01-04-2009, pues hasta el día anterior realizó cotizaciones al sistema pensional primero como dependiente y luego como independiente. Fecha que es concomitante con el trámite inicial de calificación ante el Departamento de Medicina Laboral del ISS. 

En cuanto a la excepción de prescripción, accedió a ella de manera parcial, pues el 24-03-2015 se radicó la solicitud de pago a los herederos de la causante; por lo tanto, el retroactivo debía ordenarse a partir del 24-03-2012. Los intereses moratorios los determinó igualmente a partir de la petición de 24-03-2015, por lo que ordenó su pago 4 meses después de esta fecha. 

4. Recurso de apelación

Las partes en Litis presentaron recurso de apelación, para lo cual el demandante y la vinculada adujeron que el retroactivo pensional debió concederse desde enero de 1996 y hasta el 30-06-2014, es decir, concomitante con la estructuración de la invalidez, más aun cuando la causante en ningún momento recibió pago de incapacidades. Y frente a la prescripción recriminó que el dictamen fue notificado el 30-10-2009, la obitada presentó la reclamación administrativa el 23-02-2012, que fue resuelta y notificada el 29-07-2014, y la demanda presentada el 26-07-2017; por lo que, no se había configurado el fenómeno de la prescripción. 

A su turno, Colpensiones reprochó que reconoció el disfrute a partir de julio de 2014, porque se allegó incompleta la documentación requerida. 

5. Del grado jurisdiccional de consulta

En tanto la decisión de primer grado resultó desfavorable a los intereses de Colpensiones se dio curso a la consulta, de conformidad con el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a fijar como fecha de pérdida de la capacidad laboral de la señora Isabel Cristina Henao Gaviria una posterior al 30 de diciembre de 1995?.  En qué data se fija la estructuración de la pérdida de capacidad laboral?  
¿Al margen de lo anterior, operó el fenómeno prescriptivo sobre el retroactivo pensional reclamado por los demandantes?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS.

La Corte Constitucional en la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, dejó dicho que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas, degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.

Al respecto, la Sala de Casación Laboral sentencia SL3275-2019 de 14 de agosto de 2019, con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, en un caso en donde la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral fue fijada el 28 de marzo de 1998 y la reclamante cotizó hasta el 1 de marzo de 2011,  dijo lo siguiente:

“En efecto, frente a este tipo de padecimientos, la Corte Constitucional mediante sentencia SU - 588 de 2016 se pronunció, al referir que las llamadas enfermedades «crónicas, degenerativas y/o congénitas» son aquellas que, debido a sus características, «se presentan desde el nacimiento o son de larga duración y progresivas». Por tanto, en tales eventos, el momento en el cual se perdió definitivamente la capacidad para laborar, suele coincidir con el día del nacimiento, uno cercano a este o la fecha del primer síntoma de la enfermedad o del diagnóstico de la misma y, por esa razón, «estas personas normalmente no acreditan las semanas requeridas por la norma, pese a contar con un número importante de cotizaciones realizadas con posterioridad a la fecha asignada».
Ello significa que los padecimientos crónicos de larga duración son permanentes en el tiempo y se agravan de manera paulatina, lo cual, eventualmente, permite al paciente continuar con su actividad de trabajo, pese a que la pérdida de capacidad laboral se haya estructurado desde antes.

(…)

Se insiste, las patologías de progresión lenta y crónicas -como la que padece la accionante- a diferencia de otras, no crean una limitación inmediata, sino que ello tiene lugar o se desarrolla en un lapso prolongado, lo cual ocasiona que la fuerza laboral se mengüe con el tiempo y, por lo tanto, le permite a la persona trabajar hasta tanto el nivel de afectación sea de tal magnitud que le impida, de manera cierta, llevar a cabo una labor. Así pues, la «capacidad laboral residual» consiste en la posibilidad que tiene una persona de ejercer una actividad productiva que le permita garantizar la satisfacción de sus necesidades básicas y, en tal medida, esa situación no puede ser desconocida.
Ahora bien, en aras de evitar el fraude al sistema general de pensiones y, a su vez, garantizar su sostenibilidad fiscal, es necesario, en cada caso, ponderar varias aristas del asunto a dilucidar, tales como el dictamen médico, las condiciones específicas del solicitante, la patología padecida, su historia laboral, entre otras, pues precisamente en razón a que el afiliado puede trabajar y, producto de ello, cotizar al sistema durante el tiempo que su condición se lo permita, es necesario corroborar si los aportes realizados se hicieron con la única finalidad de acreditar las semanas exigidas por la norma o si, por el contrario, existe un número importante de ellos resultantes de una actividad laboral efectivamente ejercida.
Es decir, es necesario examinar si las cotizaciones efectuadas después de la estructuración de la invalidez fueron sufragadas en ejercicio de una real y probada capacidad laboral residual del interesado, y no, que se hicieron con el único fin de defraudar al sistema de seguridad social. 

Debe advertirse que lo anterior no implica que sea válido alterar la fecha de estructuración de invalidez que hayan definido las autoridades médicas competentes, sin razón justificativa alguna o sin medio probatorio que así lo permita. De lo que se trata, es de llevar a cabo un análisis que incluye el supuesto fáctico que regula la normativa aplicable al asunto, a fin de determinar el momento desde el cual deberá realizarse el conteo de las semanas legalmente exigidas.

En resumen, se deben analizar las condiciones del solicitante, así como la existencia de una capacidad laboral residual, para de esta manera establecer el punto de partida para realizar el conteo de aportes que imponga la ley. 

En síntesis, en dicha decisión la Corte Constitucional, validó tener en cuenta la fecha de calificación de la invalidez, la fecha de solicitud del reconocimiento pensional o, incluso, la data de la última cotización efectuada, porque se presume que fue allí cuando el padecimiento se manifestó de tal forma que le impidió continuar siendo laboralmente productivo y proveerse por sí mismo del sustento económico, decisión que, en todo caso, debe fundamentarse en criterios razonables, previo análisis de la situación en particular y en garantía de los derechos del peticionario.

EL CASO CONCRETO

No es tema que se discuta en el presente asunto que: i) la señora Isabel Cristina Henao Gaviria fue calificada por la Junta Regional de calificación de invalidez el día 8 de octubre de 2009, con una pérdida de capacidad laboral del 60.90% de origen común y con fecha de estructuración 30 de diciembre de 1995; ii) fue pensionada mediante resolución GNR 247836 de 7 de julio de 2014, a partir del 1º de julio de 2014; iii) falleció el 4 de octubre de 2014; vi) contrajo matrimonio el 23 de noviembre de 1991 con el señor Néstor Gerardo López Villegas, quien mediante resolución GNR 119538 de 2015 le fue reconocida la sustitución pensional, en calidad de cónyuge supérstite de la causante Henao Gaviria a partir del ciclo de noviembre de noviembre 2014 y vii) solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a partir del 4 de octubre de 2014, lo cual fue negado mediante acto administrativo VPB No 55352 de 2015, al verificar que el retiro de la pensionada se produjo para el ciclo 11 de año 2014.

Cabe precisar también, que los recurrentes no cuestionaron el análisis efectuado por el juez de la causa para modificar la fecha de estructuración, que fijó para el 1º de abril de 2009 y si bien en el recurso de apelación tanto el demandante como la vinculada insistieron en que el reconocimiento de la pensión de invalidez que en vida le fue otorgada a la señora Isabel Cristina Heno Gaviria debió hacerse desde la fecha de estructuración establecida en el dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, esto es el 30 de diciembre de 1995, la omisión en sustentar la inconformidad con la fecha fijada por el juez constituye motivo suficiente para mantener incólume la decisión de la  a quo.

Ahora, si para claridad y en gracia de discusión se estudiara si le asistió razón al juez de la causa en fijar como fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral de la señora Henao Gaviria el 1º de abril de 2009, se encontraría lo siguiente. 
De acuerdo con el dictamen de pérdida de capacidad laboral rendido por la Junta de Calificación de Invalidez del Quindío, es claro que día 8 de octubre de 2009, la causante, radicó ante esa entidad solicitud de valoración de manera “particular”, pues así se deja consignado en el ítem “entidad remitente”, lo cual indica que no hubo una calificación previa por parte del Instituto de Seguros Sociales, entidad administradora del régimen de prima media para la época, como tampoco de la EPS o ARP.  Además se observa que en el acápite de antecedentes laborales del calificado – Descripción del cargo actual no fue diligenciado.

Del mencionado experticio también se infiere que las patologías consultada por la señora Henao Gaviria eran 1. Hipertensión Arterial Pulmonar Severa, 2. Comunicación interauricular y 3. Ductus arterial persistente, diagnósticos que fueron agrupados, de acuerdo con el capítulo VII del Manual Unico para la Calificación de Invalidez, como “cardiopatías congénitas”.  Respecto a esta anotación, los profesionales encargados de la calificación dejaron anotado que “si bien las cardiopatías congénitas son de nacimiento, su evolución sintomatológica puede aparecer en la edad adulta de tal manera que no necesariamente se debe definir como una incapacidad al momento de la afiliación” y que “hay un grupo de estas afecciones que produce una sobrecarga de la circulación menor por aumento del flujo pulmonar al existir un corto circuito de izquierda a derecha, lo que puede repercutir en la edad adulta” – fl 185.
Como puede observarse, la afiliada tenía una enfermedad congénita que se desarrolló en la edad adulta teniendo como punto crítico, según el dictamen, más exactamente la información contenida en “datos de interés”, el año 1995, pero desde del año 1991 ya había sido diagnosticada con una “severísima hipertensión pulmonar” y desde cinco años atrás venía consultando por disnea de esfuerzo.
Durante ese periodo, se puede verificar que en su historia laboral prestó sus servicios a  “Restaurante y Pip Casa Vieja, municipio de Cartago y Restrepo Clavijo Carlos Humberto”.
Nótese que a pesar de haberse presentado los primeros síntomas de las varias cardiopatías congénitas en el año 1986, la afiliada tuvo la oportunidad de vincularse al campo laboral a través de los empleadores antes señalados, cotizando al sistema pensional un total de 211 semanas; no obstante, encontrándose padeciendo tales patología, la señora Henao Gaviria  a partir del año 2006 y hasta el 30 de junio de 2007 prestó sus servicios al “Colegio Técnico Cial Diocesano”, de mayo de 2008 hasta el 31 de marzo de 2009, se reporta como independiente, siendo precisamente en esta última anualidad en que la causante solicitó a la Junta de Calificación del Quindío la valoración de su PCL.

En ese mismo año, al ser entrevistada por esa Corporación, dijo que para el año 1995 no se encontraba en condiciones de laborar, por lo cual abandonó su ocupación de contadora pública; no obstante señala que con posterioridad a esa anualidad ha desempeñado algunas labores remuneradas, pero ha sido como docente por unas pocas horas.

De acuerdo con lo discurrido, es claro que a pesar de las enfermedades congénitas padecidas por la señora Isabel Cristina Henao Gaviria, cuyos síntomas surgieron a partir del año 86, ella pudo continuar prestando sus servicios remunerados a varios empleadores y como independiente, al punto que entre el año 1991 y 2009 alcanzó un total de 296 semanas, siendo relativamente cercana la fecha de la última cotización -31 de marzo de 2009- y la solicitud de calificación - 8 de octubre de 2009, lo que, en los términos de la jurisprudencia previamente citada permite concluir que, en efecto, tal como lo determinó el juez de la causa, la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral se produjo el 1º de abril de 2009.

Y es que además obsérvese que para la fecha de estructuración de la invalidez, la causante tenía acreditados los requisitos previstos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en su versión original; sin embargo ninguna gestión al respecto adelantó y por el contrario continuó laborando y cotizando hasta antes de solicitar la valoración por parte de la JRC del Quindío, con lo cual no se observa el ánimo de defraudar al sistema.

En lo que respecta a la afectación del fenómeno prescriptivo al retroactivo reclamado por el señor Néstor Gerardo Villegas López, como causahabiente de la señora Henao Gaviria, se tiene que si bien se encuentra legitimado para reclamar dicha suma, lo cierto es que la petición que en tal sentido elevó, sólo se surtió hasta el 24 de marzo de 2015, pues ni la causante al momento de serle reconocida la pensión recurrió la decisión, ni en los meses anteriores a su fallecimiento buscó el pago del retroactivo pensional, ni el actor al solicitar la pensión de sobrevivientes, hizo alusión a esa petición, es más, cuando recurrió la Resolución No GNR 119538 de 2015 –fl 29 a 33- por medio de la cual se le concedió la sustitución pensional, solo lo hizo para que le fuera reconocida la prestación desde la fecha de fallecimiento de su cónyuge -4 de octubre de 2014- y no desde el mes de noviembre de igual año.
Así las cosas, al haber presentado la acción laboral el 26 de julio de 2017, la prescripción alcanzó a afectar las mesadas causadas antes del 24 de marzo de 2012, tal como acertadamente lo declaró el juez de la causa.

Es así entonces que habiendo sido reconocida a la causante una mesada pensional equivalente al salario mínimo mensual legal, a título de retroactivo corresponde a sus causahabientes la suma de $18.930.930, por 14 mesadas anuales, dado que la pensión de invalidez se causó con anterioridad al 31 de julio de 2011. 

Los intereses moratorios correrán a partir del 24 de julio de 2015, conforme lo señaló el  a quo,  en consideración con lo dispuesto en el artículo 19 del Decreto 656 de 1994.
De acuerdo con lo anterior, se confirmará en su integridad la sentencia recurrida.

Costas en esta instancia a cargo del señor Néstor Gerardo Villegas López.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2º del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 24 de enero de 2019.
SEGUNDO: CONDENAR en costas en esta Sede a la parte actora.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
       FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Salva voto

Providencia: 

Sentencia del 15-10-2019 

Radicación No.:

66001-31-05-004-2017-00332-01

Proceso:

Ordinario laboral 

Demandante:

Néstor Gerardo Villegas López

Demandado:

Colpensiones

 

Magistrado ponente: 
Dr. Julio César Salazar Muñoz  

Tema: 
Pensión de invalidez – desbordamiento de las facultades extra y ultra petita
SALVAMENTO DE VOTO

De manera respetuosa me aparto totalmente de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, por cuanto debió modificarse la decisión de primer grado para conceder la pensión de invalidez y su correspondiente retroactivo pensional a partir del 01/01/1996, tal como fue solicitado en el libelo genitor.

Así, auscultado el expediente se desprendía que Isabel Cristina Henao Gaviria fue calificada el 29-10-2009 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío con una PCL equivalente al 60,90% de origen común y con fecha de estructuración del 30-12-1995 (fls. 16 a 18 c. 1). En ese sentido, la disposición que gobernaba el asunto en marras era el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en su versión original (art. 16 del C.S.T.).

También se acreditó dentro del expediente que Isabel Cristina Henao Gaviria contaba con 26 semanas de cotización dentro del año inmediatamente anterior a la fecha de estructuración 30-12-1995; calenda que no fue reprochada por los intervinientes, y por ende, era ajena a cualquier modificación.

Así las cosas el derecho pensional por invalidez pretendido a favor Isabel Cristina Henao Gaviria debía ser reconocido a partir del 30-12-1995, fecha en que se estructuró la invalidez, pero como en la demanda se había pretendido a partir del 01-01-1996 (fl. 4 c. 1), entonces esta sería la fecha a tener en cuenta, por lo que a partir  de ella procedería el retroactivo pensional requerido y no como se hizo en la Resolución N° GNR 247836 de 07-07-2014 mediante la cual Colpensiones reconoció tal derecho, pero a partir del primer día de dicho mes (fls. 22 a 27 c. 1).

No obstante lo anterior, la decisión de primer grado declaró que Isabel Cristina Henao Gaviria tenía derecho a disfrutar la pensión de invalidez reconocida por Colpensiones, pero a partir del 01-04-2009; por lo que, ordenó el pago del retroactivo pensional desde aquella fecha hasta el 30-06-2016 a favor de la masa sucesoral de Isabel Cristina Henao Gaviria. 

Para arribar a lo anterior expuso que en principio el disfrute y consecuente retroactivo pensional debía reconocerse a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, esto es, el 30-12-1995, pero resaltó que el dictamen de pérdida de capacidad laboral había consignado que la causante padecía de una cardiopatía cóngenita estructurada en el año 1995 y que, si bien Isabel Cristina Henao Gaviria había dejado sus actividades como contadora pública, había seguido desempeñándose en ocasiones en labores remuneradas como docente. En consecuencia, el disfrute de su pensión se encontraba condicionado a la capacidad residual que ella tenía, por lo que determinó que el momento a partir del cual fue imposible continuar activa en el mercado laboral se circunscribía al 01-04-2009, pues hasta el día anterior realizó cotizaciones al sistema pensional primero como dependiente y luego como independiente. Fecha que es concomitante con el trámite inicial de calificación ante el Departamento de Medicina Laboral del ISS. 

En ese sentido, la decisión de primer grado desbordó no solo los límites de la contienda, sino también lo consignado en la resolución de reconocimiento pensional, pues ni en el libelo genitor, ni en la contestación y mucho menos en la resolución atrás aludida se acudió a la teoría de las enfermedades degenerativas o congénitas para reconocer el derecho de invalidez, ni para modificar la fecha de la estructuración de tal situación, pues se itera la demandante contaba con 26 semanas de cotización dentro del año inmediatamente anterior a la estructuración (Ley 100/93 en su versión original), que hacía entonces improcedente contabilizar las semanas desde una fecha diferente, todo ello sin parar mientes en que el origen del estado discapacitante fuera una enfermedad congénita. 

Ahora bien, la Sala Mayoritaria confirmó la decisión de primer grado, todo ello porque según la interpretación que dedujeron del recurso de apelación, la parte demandante no cuestionó la tergiversación de la fecha de estructuración de la invalidez que había fijado la primera instancia, pues ningún argumento se enfiló en ese sentido.

Sin embargo, auscultada la alzada se advierte que en efecto la parte demandante centró su apelación para solicitar que el retroactivo pensional se concediera desde enero de 1996 y hasta el 30-06-2014, es decir, concomitante con la estructuración de la invalidez, y por ello, se encontraba inconforme con la modificación de tal fecha realizada por el a quo.

Por otro lado, la mayoría de esta Colegiatura mantuvo la decisión de primer grado – modificación de la fecha de estructuración–, bajo un argumento novedoso que obedece a una especie de sanción por la inactividad de la parte demandante, pues cuestionaron la ausencia de una rápida gestión para obtener la pensión de invalidez, contada desde la estructuración de esta, hasta el día en que el afiliado solicitó su calificación; no obstante lo anterior, dicha Sala olvidó que nuestra superioridad ha enseñado que la contabilización del fenómeno deletéreo únicamente comienza a partir de la emisión del dictamen de pérdida de la capacidad laboral, pues solo allí es que se otorga certeza jurídica a una situación de discapacidad, así la Sala Laboral de la Corte Suprema explicó que:

“(…)tratándose del reconocimiento de la pensión de invalidez, esta solo se torna exigible para el asegurado desde que se emite y se notifica el dictamen de calificación, pues es a partir de tal data que aquél conoce el grado de la afectación a su salud y podría recriminársele su eventual inactividad o incuria en reclamar la prestación, así como considerarse el inicio del término trienal a efectos de que se consolide el fenómeno extintivo, claro está, respecto de las mesadas causadas periódicamente y no así del derecho principal, por ser este último imprescriptible.
También se dijo que no podría entenderse de otra forma, si se tiene en cuenta que el legislador previó (…) que para que el daño en la salud del afiliado tenga efectos en el plano jurídico y sean exigibles prestaciones económicas como la pensión de invalidez no basta con la mera ocurrencia del accidente o enfermedad, sino que es necesario que exista certeza del estado de invalidez y del porcentaje de pérdida de capacidad laboral, lo que solo se obtiene una vez  las autoridades de orden técnico y científico evalúan y califican esa disminución y determinan el grado de invalidez padecido.

Lo anterior cobra mayor firmeza si se tiene en cuenta que resulta desatinado achacarle al demandante un actuar negligente en la reclamación de la pensión de invalidez con anterioridad a la emisión de la calificación, cuando aquel no conocía la intensidad de su afección y no sabía si cumplía los requisitos para obtenerla; y la ley le exige, precisamente, demostrar, a través de autoridad competente, una pérdida de capacidad laboral superior al 50% o, en términos del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 860 de 2003, que hubiese sido «declarado inválido”
.

En ese sentido, de ninguna manera podía esta Colegiatura convalidar la decisión de primer grado, so pretexto de la demora en la que incurrió la parte demandante para solicitar la calificación de su pérdida de la capacidad laboral, pues itérese resultaba desacertado buscar sanciones que ni la ley, ni la jurisprudencia del tribunal de cierre de esta jurisdicción han creado o interpretado, como para ahora, no solo desconocer la regla aplicable al caso concreto (Ley 100/93 en su versión original), sino también para crear un conflicto que ninguna de las partes había suscitado. 

En conclusión, debía esta Colegiatura modificar la decisión de primer grado para acceder a las pretensiones elevadas por la parte demandante, tal como fueron deprecadas en el libelo introductor.
En estos términos salvo mi voto.

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada
� Sent. Cas. Lab. de 22/05/2019, SL1794-2019.
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